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T	E	M	A	R	I	O

MATERIAS COMUNES

Tema 1.- La Constitución Española de 1978. Antecedentes. Características y contenido. Los principios
generales.

Tema 2.- Derechos y deberes fundamentales en la Constitución Española de 1978.

Tema 3.- La Corona. Las Cortes Generales. La elaboración de las leyes. Clases de Leyes. Los Tratados
Internacionales. El Defensor del Pueblo.

Tema 4.- El Gobierno y la Administración. Las relaciones entre el Gobierno y las Cortes.

Tema 5.- El Poder Judicial. Organización judicial española. El Consejo General del Poder Judicial.

MATERIAS ESPECÍFICAS

Grupo A

Tema 6.- Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (I): Interesados en
el procedimiento. Actividad en la Administración Pública. Actos administrativos.

Tema 7.- Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (II): Garantías del
procedimiento. Iniciación, Ordenación e Instrucción y Finalización del procedimiento.

Tema 8.- Recursos administrativos.

Tema 9.- Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público: Principios de la potestad sancionadora.
Responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas.

Tema 10.- La Administración Local. Principios constitucionales y regulación jurídica. Clases de Entida-
des Locales.

Tema 11.- El Municipio. Concepto. Elementos. El término municipal. La población.

Tema 12.- Régimen de organización en los municipios de gran población: Ámbito de aplicación.
Organización y funcionamiento de los órganos municipales necesarios. La gestión económica y financie-
ra. Las competencias y servicios municipales.

Tema 13.- La organización municipal. Atribuciones de los órganos de gobierno. El funcionamiento de
los órganos colegiados locales. Régimen de sesiones y acuerdos de los órganos colegiados municipales.
Clases de sesiones. Actas y acuerdos.

Tema 14.- Los empleados públicos: concepto y clases. Organización de la función pública local.

Tema 15.- Derechos y deberes de los empleados públicos locales. Incompatibilidades. Régimen discipli-
nario.



Tema 16.- Los contratos administrativos. Clases. Procedimiento de selección del contratista.

Tema 17.- La intervención administrativa en la esfera local. La policía, el fomento y el servicio público.
La concesión de licencias.

Tema 18.- Los bienes de las Entidades Locales. Clases. El dominio público local. Bienes patrimoniales
locales.

Tema 19.- Ordenanzas y reglamentos de las entidades locales. Clases. Procedimiento de elaboración
y aprobación.

Tema 20.- Haciendas Locales. Principios constitucionales. Recursos. Las Ordenanzas Fiscales.

Tema 21.- El presupuesto de las Administraciones Locales: elaboración, estructura y clasificación
presupuestaria. Liquidación.

Tema 22.- El gasto público local. La gestión del presupuesto de gastos. Fases. Control y fiscalización del
gasto.

Tema 23.- Ingresos Locales. Concepto y clasificación.

Tema 24.- Normas generales de seguridad y salud laboral. La Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos
Laborales: objeto, ámbito de aplicación y definiciones; Consulta y participación de los trabajadores;
responsabilidades y sanciones.

Tema 25.- La Ley Orgánica 3/2007, para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres: el principio de
igualdad y la tutela contra la discriminación; los principios generales de las políticas públicas para la
igualdad. La Ley Orgánica 1/2004, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género:
objeto y principios rectores; referencia a las medidas de sensibilización, prevención y detección.

MATERIAS ESPECÍFICAS

Grupo B

Tema 26.- Introducción al Sistema Operativo: el entorno Microsoft Windows 10. Trabajo en el entorno
gráfico de Windows: ventanas, iconos, menús contextuales y cuadros de diálogo. El escritorio, la barra
de tareas y el menú inicio.

Tema 27.- El explorador de Windows. Gestión de carpetas y archivos. Mi PC y el Explorador de Win-
dows. La gestión de las barras de herramientas y los menús. La impresión de documentos.

Tema 28.- Hojas de cálculo: Microsoft Excel 2007. Principales funciones y utilidades. Conceptos básicos:
libros, hojas, celdas. Las barras de herramientas. Fórmulas y funciones. Gráficos. La introducción y
gestión de datos.
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978.	ANTECEDENTES.
CARACTERÍSTICAS	Y	CONTENIDO.	LOS	PRINCIPIOS	GENERALES.

INTRODUCCIÓN

Tras las Elecciones Generales del 15 de junio de 1977, el Congreso de los Diputados ejerció la iniciativa
constitucional que le otorgaba el art. 3º de la Ley para la Reforma Política y, en la sesión de 26 de julio de
1977, el Pleno aprobó una moción redactada por todos los Grupos Parlamentarios y la Mesa por la que se
creaba una Comisión Constitucional con el encargo de redactar un proyecto de Constitución.

Una vez elaborada y discutida en el Congreso y Senado, mediante Real Decreto 2550/1978 se convocó el
Referéndum para la aprobación del Proyecto de Constitución, que tuvo lugar el 6 de diciembre siguiente. Se
llevó a cabo de acuerdo con lo prevenido en el Real Decreto 2120/1978. El Proyecto fue aprobado por el
87,78% de votantes que representaban el 58,97% del censo electoral.

Su Majestad el Rey sancionó la Constitución durante la solemne sesión conjunta del Congreso de los Diputa-
dos y del Senado, celebrada en el Palacio de las Cortes el miércoles 27 de diciembre de 1978. El BOE publicó
la Constitución el 29 de diciembre de 1978, que entró en vigor con la misma fecha. Ese mismo día se publica-
ron, también, las versiones en las restantes lenguas de España.

A lo largo de su vigencia ha tenido dos reformas:

-En 1992, que consistió en añadir el inciso "y	pasivo" en el artículo 13.2, referido al derecho de sufragio
en las elecciones municipales.

-En 2011, que consistió en sustituir íntegramente el artículo 135 para establecer constitucionalmente
el principio de estabilidad presupuestaria, como consecuencia de la crisis económica y financiera.

1.‐	LA	CONSTITUCIÓN:	ANTECEDENTES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.- ANTECEDENTES

Las múltiples influencias de una Constitución derivada como la española de 1978 -además de aquellas
recibidas del constitucionalismo histórico español- hay que buscarlas preferentemente dentro de las nuevas
corrientes europeas que aparecen después de la Segunda Guerra Mundial, y en tal sentido ha recibido claras
influencias de otros textos constitucionales europeos, así como de diferentes Tratados de Derecho Interna-
cional:

• De la Constitución italiana de 1947 habría que destacar la configuración del poder judicial y sus
órganos de gobierno, o los antecedentes del Estado Regional Italiano.
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TEMA	2.‐	DERECHOS	Y	DEBERES	FUNDAMENTALES
EN	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978.

INTRODUCCIÓN

Los “Derechos y Deberes Fundamentales” están reconocidos en el Título I de la Constitución, que consta de
cinco capítulos:

• Capítulo Primero: “De los españoles y los extranjeros”. Se refiere al régimen jurídico de la nacionalidad
y al estatuto de los extranjeros.

• Capítulo Segundo: “Derechos y libertades”. Se divide en dos Secciones.

- Sección 1ª, “De los derechos fundamentales y de las libertades públicas”, recoge el conjunto de
derechos públicos ejercitables frente a los poderes públicos.

- Sección 2ª, “De los derechos y deberes de los ciudadanos”, se recogen, junto a los básicos deberes
ciudadanos, otros derechos que no implican, como los de la Sección 1ª derechos de libertad sino que
afectan a otros ámbitos jurídicos del individuo (matrimonio, herencia, propiedad privada, etc.).

• Capítulo Tercero: “De los principios rectores de la política social y económica”, contiene las directrices
que habrán de inspirar la acción legislativa y administrativa, en relación a la familia, distribución de la
renta, régimen laboral y de Seguridad Social, cultura, vivienda, medio ambiente, patrimonio histórico,
cultural y artístico, etc.

• Capítulo Cuarto: “Garantías de las libertades y derechos fundamentales”, se refiere a la defensa legal
y jurisdiccional de las libertades y derechos.

• Capítulo Quinto: “Suspensión de los derechos y libertades”, en los casos de declaración de los estados
de excepción y de sitio, así como en los supuestos de terrorismo.

La Constitución reconoce los derechos y deberes, pero también su estatuto jurídico, para ello establece las
siguientes condiciones:

- Vinculan a todos los poderes públicos.

- Son derechos constitucionalmente limitados, no son absolutos. Están limitados por el respeto a la ley
y a los derechos de los demás.

- Sus límites tienen que responder a ser una medida excepcional, recogida en una ley y respetar el
contenido esencial del derecho en cuestión.
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TEMA	3.‐	LA	CORONA.	LAS	CORTES	GENERALES.	LA	ELABORACIÓN	DE	LAS	LEYES.
CLASES	DE	LEYES.	LOS	TRATADOS	INTERNACIONALES.	EL	DEFENSOR	DEL	PUEBLO.

1.‐	LA	CORONA

El artículo 1.3 de la Constitución establece que la forma política del Estado español es la Monarquía Parla-
mentaria. Esta definición implica que el Rey, aún cuando ostenta el cargo de Jefe del Estado, está sometido
al Parlamento, siéndole de aplicación la máxima de que “El	Rey	reina	pero	no	Gobierna”. En desarrollo de lo
dispuesto en el mencionado artículo 1.3, el Título II de la Constitución (arts. 56 a 65) se encabeza con el
enunciado  “De	la	Corona” que es el nombre clásico para indicar el conjunto de prerrogativas y funciones que
corresponden a la Monarquía, personalizada en el Rey.

La Corona, término adoptado del constitucionalismo comparado, es la denominación específica que en
España se le ha dado a un órgano constitucional: la Jefatura del Estado. Este órgano constitucional es, pues,
un órgano del Estado cuyo titular es el Rey y al que se le atribuyen funciones propias y diferenciadas de las
del resto de los poderes del Estado.

La Corona está regulada en el Título II de la Constitución (arts. 56 a 65), con el contenido siguiente.

CARACTERÍSTICAS.- El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el
funcionamiento regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado español en las
relaciones internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica, y ejerce las
funciones que le atribuyen expresamente la Constitución y las leyes.

Su título es el de Rey de España y podrá utilizar los demás que correspondan a la Corona.

La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos estarán siempre refrenda-
dos en la forma establecida en la Constitución, careciendo de validez sin dicho refrendo (salvo lo dispues-
to sobre distribución del presupuesto para el sostenimiento de su Familia y Casa, y el nombramiento y
cese de los miembros civiles y militares de la Casa Real, pues se trata de actos que serán realizados
libremente por el Rey).

SUCESIÓN.- La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos I de Borbón,
legítimo heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden regular de primogeni-
tura y representación, siendo preferida siempre la línea anterior a las posteriores; en la misma línea, el
grado más próximo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la mujer, y en el mismo sexo, la persona
de más edad a la de menos.

El Príncipe heredero, desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que origine el llamamiento,
tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de
la Corona de España.
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TEMA	4.‐	EL	GOBIERNO	Y	LA	ADMINISTRACIÓN.
LAS	RELACIONES	ENTRE	EL	GOBIERNO	Y	LAS	CORTES.

1.‐	EL	GOBIERNO	Y	LA	ADMINISTRACIÓN

1.1.- INTRODUCCIÓN

El Gobierno constituye, junto con la Administración, el Poder Ejecutivo, y equivale al Consejo de Ministros,
y respecto del mismo la Constitución señala que el Gobierno dirige la política interior y exterior, la Adminis-
tración Civil y Militar y la defensa del Estado, ejerciendo la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de
acuerdo con la Constitución y las Leyes.

Los principios que configuran su funcionamiento son tres: el principio de dirección presidencial, que otorga
al Presidente del Gobierno la competencia para determinar las directrices políticas que deberá seguir el
Gobierno y cada uno de los Departamentos; la colegialidad y consecuente responsabilidad solidaria de sus
miembros, y el principio de organización departamental que otorga al titular de cada Departamento (Ministe-
rio) una amplia autonomía y responsabilidad en el ámbito de su respectiva gestión.

Por su parte, la Administración Pública puede entenderse básicamente desde una perspectiva funcional o
de actividad y desde una perspectiva orgánica:

-Funcional.- En este sentido administración hace referencia a un concepto dinámico que se contrapone
a otras formas de manifestación del Poder Público, como la función legislativa o la jurisdiccional.

-Orgánica.- Desde esta perspectiva se considera a la Administración como el conjunto de órganos o
instituciones que llevan a cabo esa actividad que se estima administrativa.

Atendiendo a su sentido etimológico o vocablo Administrar  proviene del latín "ad ministrare” que significa
servir. El diccionario de Lengua Española, por su parte emplea el término administrar	como equivalente a
gobernar, regir, o cuidar, y el administrador es la persona que administra bienes ajenos.

En consecuencia, Administración, por su raíz etimológica recoge dos ideas fundamentales: las de gestión y
subordinación, pues la función administrativa supone una actividad gestora (esto es, de realización de fines
mediante el empleo de medios pertinentes), y una actividad subordinada, en cuanto que esos fines y esos
medios vienen predeterminados por consideraciones superiores de tipo político. A ello se añade la nota de
alteridad, ya que la acción administrativa se ejerce, normalmente, respecto de bienes o intereses que no son
propios sino, muy al contrario, ajenos: los de la comunidad.

La Administración Pública se presenta en nuestro ordenamiento jurídico totalmente organizada, como un
auténtico órgano del Estado, siendo los funcionarios simples agentes de dicha organización. La Administra-
ción Pública no es representante de la comunidad, como ocurre al Parlamento, sino una organización puesta
su servicio. Así la Constitución, al referirse a la Administración, además de subrayar como primera nota
definitoria su carácter servicial (la Administración pública sirve con objetividad los intereses generales),
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TEMA	5.‐	EL	PODER	JUDICIAL.	ORGANIZACIÓN	JUDICIAL	ESPAÑOLA.
EL	CONSEJO	GENERAL	DEL	PODER	JUDICIAL.

1.‐	EL	PODER	JUDICIAL

INTRODUCCIÓN.- La formulación teórica de la división de poderes entre ejecutivo, legislativo y judicial ha
sido un principio consagrado en las diferentes constituciones. Teoría establecida por Locke y Montes-
quieu durante el liberalismo clásico y puesta en práctica por los regímenes parlamentarios modernos,
en virtud de la cual las tres funciones básicas del Estado deben ser ejercidas por poderes distintos
(legislativo, ejecutivo y judicial), para evitar así la concentración de poder en un solo órgano. La separa-
ción de poderes subyace a los actuales regímenes parlamentarios modernos, como garantía para el
ejercicio de las libertades individuales y del libre ejercicio de la soberanía popular.

El Poder Judicial es un poder del Estado que, de conformidad con el ordenamiento jurídico, es el encarga-
do de administrar justicia en la sociedad, mediante la aplicación de las normas jurídicas en la resolución
de conflictos. Por "poder", en el sentido de poder público, se entiende a la organización, institución o
conjunto de órganos del Estado, que en el caso del Poder Judicial son los órganos judiciales o jurisdiccio-
nales: juzgados y tribunales que ejercen la potestad jurisdiccional, y que suelen gozar de imparcialidad
y autonomía. Poder autónomo e independiente que ejercen jueces y tribunales, y cuyo órgano de gobier-
no lo constituye el Consejo General del Poder Judicial.

Este poder es el ámbito en el que se ejercen y dirimen las competencias y facultades del Estado en
materia de enjuiciamiento de las conductas de los ciudadanos y las autoridades que las leyes sancionan
como delitos o faltas, o consideran conforme a derecho. Abarca asimismo la facultad coactiva del Estado
para lograr la aplicación de las normas del derecho positivo.

Los principios básicos de la regulación constitucional respecto del Poder Judicial son:

• Principio de independencia; Los Jueces y Magistrados aplicarán las leyes y dictarán sentencia con
total objetividad, conforme a su conciencia e interpretación personal, sin ser coaccionados y al
margen de toda ideología política.

• Principio de inamovilidad: Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasla-
dado ni jubilados, sino por alguna de las causas previstas en la ley (art. 117.2).

• Principio de autonomía: Los Jueces y Magistrados administrarán el derecho con total imparcialidad,
la cual será garantizada por el Consejo General del Poder Judicial como órgano de gobierno.

• Principio de unidad jurisdiccional: Todos los jueces y tribunales constituirán una organización
judicial única, sin que sea lícita la creación de tribunales excepcionales.

• Principio de gratuidad de la Justicia: La Justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo
caso, respecto de quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar (art. 119).
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TEMA	6.‐	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	ADMINISTRACIONES
PÚBLICAS	(I):	INTERESADOS	EN	EL	PROCEDIMIENTO.	ACTIVIDAD	EN	LA

ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA.	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.

1.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.

1.1.- CONTENIDO Y ESTRUCTURA

El art. 103 de la Constitución dispone que “la	Administración	Pública	 sirve	con	objetividad	 los	 intereses
generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y
coordinación,	con	sometimiento	pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.

Tras más de veinte años de vigencia de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, recientemente el poder legislativo ha llevado a cabo una reforma
del ordenamiento jurídico público articulada en dos ejes fundamentales: las relaciones «ad	extra» (hacia
afuera) y «ad	intra» (hacia dentro) de las Administraciones Públicas. Para ello se han impulsado simultánea-
mente dos nuevas leyes que constituirán los pilares sobre los que se asentará en adelante el Derecho admi-
nistrativo español: la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (Ley
39/2015), y la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público (Ley 40/2015).

La Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas constituye el
primero de estos dos ejes, al establecer una regulación completa y sistemática de las relaciones «ad	extra»
entre las Administraciones y los administrados, tanto en lo referente al ejercicio de la potestad de autotutela
y en cuya virtud se dictan actos administrativos que inciden directamente en la esfera jurídica de los intere-
sados, como en lo relativo al ejercicio de la potestad reglamentaria y la iniciativa legislativa. Queda así
reunido en cuerpo legislativo único la regulación de las relaciones «ad extra» de las Administraciones con
los ciudadanos como ley administrativa de referencia que se ha de complementar con todo lo previsto en la
normativa presupuestaria respecto de las actuaciones de las Administraciones Públicas, destacando especial-
mente lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera; la
Ley 47/2003, General Presupuestaria, y la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

La Ley se estructura en 133 artículos, distribuidos en siete títulos, cinco disposiciones adicionales, cinco
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y siete disposiciones finales.

TÍTULO PRELIMINAR.- El título preliminar, de disposiciones generales, aborda el ámbito objetivo y subjetivo
de la Ley. Entre sus principales novedades, cabe señalar, la inclusión en el objeto de la Ley, con carácter
básico, de los principios que informan el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria
de las Administraciones. Se prevé la aplicación de lo previsto en esta Ley a todos los sujetos comprendi-
dos en el concepto de Sector Público, si bien las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su
normativa específica en el ejercicio de las funciones públicas que les hayan sido atribuidas y supletoria-
mente por esta Ley.
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TEMA	7.‐	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	ADMINISTRACIONES
PÚBLICAS	(II):	GARANTÍAS	DEL	PROCEDIMIENTO.	INICIACIÓN,	ORDENACIÓN

E	INSTRUCCIÓN	Y	FINALIZACIÓN	DEL	PROCEDIMIENTO.

1.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN

La regulación del procedimiento administrativo común en la Ley 39/2015 comienza con las garantías del
procedimiento, disponiendo que -además del resto de derechos previstos en esta Ley- los interesados en un
procedimiento administrativo tienen los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan
la condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la
Administración no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su instruc-
ción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán derecho a
acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos.

Quienes se relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, tendrán
derecho a consultar la información a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General
electrónico de la Administración que funcionará como un portal de acceso. Se entenderá cumplida la
obligación de la Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los procedimientos
mediante la puesta a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Adminis-
tración competente o en las sedes electrónicas que correspondan.

b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya
responsabilidad se tramiten los procedimientos.

c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora
aplicable establezca lo contrario. En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento
original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste.

d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se
trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por
éstas.

e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a
aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán
ser tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.

f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones
vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.

g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses.
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TEMA	8.‐	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS.

1.‐	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS

Un recurso administrativo puede definirse como la impugnación de un acto administrativo ante un órgano
de este carácter. Así, los recursos administrativos son actos del ciudadano mediante los que éste pide a la
propia Administración la revocación o reforma de un acto administrativo (o de una disposición de carácter
general de rango inferior a la Ley), en base a un título jurídico específico.

Junto a esta definición inicial de los recursos administrativos hay que recoger la existencia en nuestro
sistema jurídico de un doble sistema de recursos, que reconoce a los destinatarios de los actos administrati-
vos la posibilidad de impugnarlos ante la propia Administración que los dictó o ante los Tribunales de
Justicia, en este caso ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Duplicidad de recursos, administrativos
y jurisdiccionales, que constituyen en principio una doble garantía para los ciudadanos y que generalmente
no tiene carácter alternativo sino acumulativo o sucesivo: el acto o disposición, unas veces puede otras debe,
ser impugnado primero ante la propia Administración que lo dictó y sólo después, desestimada expresa o
tácitamente aquella primera impugnación, puede plantearse una segunda ante los Tribunales contencio-
so-administrativos.

Así pues, los rasgos fundamentales de los recursos administrativos y que caracterizan en nuestro ordena-
miento el sistema de recursos, son:

-Su finalidad impugnatoria de actos o disposiciones que se estimen contrarios a derecho.

-El papel de garantía de los ciudadanos frente a la Administración.

-Su concepción como trámite previo, unas veces potestativo, otras preceptivo o previo de la impugnación
ante los  Tribunales contencioso-administrativos.

2.‐	PRINCIPIOS	GENERALES

Objeto y clases.- Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o indirecta-
mente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen
indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, podrán interponerse por los intere-
sados los recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos
de nulidad o anulabilidad previstos en esta Ley.

La oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los interesados para su consideración
en la resolución que ponga fin al procedimiento.

Las leyes podrán sustituir el recurso de alzada, en supuestos o ámbitos sectoriales determinados, y
cuando la especificidad de la materia así lo justifique, por otros procedimientos de impugnación, recla-
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TEMA	9.‐	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO:
PRINCIPIOS	DE	LA	POTESTAD	SANCIONADORA.

RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.

1.‐	LA	POTESTAD	SANCIONADORA	DE	LA	ADMINISTRACIÓN

1.1.- INTRODUCCIÓN

Por sanción se entiende en un sentido amplio un mal impuesto por el poder del Estado a un ciudadano como
consecuencia de una conducta ilegal. En nuestro ordenamiento, tal como reconoce la Constitución, este mal
puede ser impuesto tanto por el poder judicial como por el ejecutivo, a diferencia del sistema judicialista
anglosajón que -basado en una estricta aplicación del principio de división de poderes- reserva a los jueces
la imposición de toda clase de pena y castigos.

La Constitución reconoce la potestad sancionadora de la Administración en el art. 25, que al establecer el
principio de legalidad en materia punitiva se refiere a la penal y a la administrativa cuando afirma que “Nadie
puede	ser	condenado	o	sancionado	por	acciones	u	omisiones	que	en	el	momento	de	producirse	no	constituyan
delito,	falta	o	infracción	administrativa	según	la	legislación	vigente	en	aquel	momento”, añadiendo que “La
Administración	civil	no	podrá	 imponer	 sanciones	que,	directa	o	 subsidiariamente,	 impliquen	privación	de
libertad”, lo que a	sensu	contrario significa que sí puede imponer otro tipo de sanciones (como una multa).

Consecuentemente con estos preceptos, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha confirmado la
legitimidad de la potestad sancionadora de la Administración, entendiendo que no cabe duda de que, en un
sistema en que rigiera de manera estricta y sin fisuras la división de los poderes del Estado, la potestad
sancionadora debería constituir un monopolio judicial y no podría estar en manos de la Administración. Pero
un sistema semejante no ha funcionado nunca históricamente y es lícito dudar que fuera incluso viable, por
razones entre las que estarían la conveniencia de no recargar en exceso las actividades de la Administración
de Justicia, como consecuencia de ilícitos de gravedad menor, la conveniencia de dotar de una mayor eficacia
al aparato represivo en este tipo de ilícitos y la conveniencia de una mayor inmediación de la autoridad
sancionadora respecto de los hechos sancionados.

Con el reconocimiento constitucional de la potestad sancionadora de la Administración, la Constitución se
inscribe en el sistema que rige hoy en la Europa continental (con la particularidad de Francia, que cuenta con
tribunales específicos para las sanciones administrativas), y que obedece fundamentalmente a razones
organizativas y funcionales que difícilmente pueden solucionarse con otras alternativas.

Por otra parte, la coexistencia del poder punitivo judicial con la potestad sancionadora de la Administración
como manifestación de su ius	puniendi no significa en modo alguno equivalencia entre ellas, pues la Constitu-
ción veta  a la Administración la posibilidad de imponer penas privativas de libertad,, que solamente pueden
hacerlo los jueces y tribunales. Además, mientras que la Constitución atribuye a las penas la finalidad de
reeducación y reinserción social, las sanciones administrativas buscan una finalidad represiva más pragmáti-
ca de restablecer el orden jurídico infringido.
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TEMA	10.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL.	PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES
Y	REGULACIÓN	JURÍDICA.	CLASES	DE	ENTIDADES	LOCALES.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL

Dentro de las instancias con autonomía política que componen el Estado, las Entidades Locales constituyen
el último escalón en los niveles de autogobierno que se reconocen en la organización territorial por debajo
de las CC.AA. 

La Constitución Española, en el diseño de la organización territorial del Estado que se dispone en SU Título
VIII, reconoce la autonomía de los municipios y provincias para la gestión de sus respectivos intereses, en
los mismos términos que a las Comunidades Autónomas (art. 137 CE), si bien el alcance de una y otra
difieren al concretarse a lo largo de los Capítulos II y III de dicho Título. 

Se reconoce así a las entidades públicas que cuenta con una mayor tradición histórica en nuestra organiza-
ción del poder público, ya que se remontan a los fueros municipales que comenzaron a otorgarse en la Alta
Edad Media. Su evolución a partir del régimen constitucional se ha caracterizado por la progresiva intensifi-
cación de la autonomía y del carácter democrático de sus instituciones que se inició con el reconocimiento
en la Constitución de 1812 de las Diputaciones y los Ayuntamientos como entidades territoriales a nivel local,
con algunas de las características que se han mantenido hasta la actualidad –en concreto, un cierto nivel de
autoadministración y una organización basada en una asamblea electiva presidida por un Jefe o Alcalde–,
pero sin una verdadera autonomía al encontrarse bajo la dependencia del Estado.

Su evolución a lo largo del siglo XIX osciló entre períodos de mayor o menor autonomía, así como de elección
o designación de sus titulares, que no contribuyeron a aportar estabilidad a estas instituciones que sufrieron,
además, un progresivo desgaste en sus recursos a favor del Estado al que, en última instancia, se encontraban
sometidos. 

Ya en el siglo XX comenzó un período de reforma al que contribuyó el Estatuto Municipal de Calvo Sotelo de
1924 –que pretendió democratizar la vida local, aumentar sus competencia y mejorar su Hacienda–, y que
culminó con el reconocimiento pleno de su autonomía y del carácter electivo de sus representantes por
sufragio popular bajo la Constitución Republicana de 1931. 

Estos logros desaparecieron bajo la dictadura franquista, que sometió a las Administraciones locales estable-
ciendo la designación gubernativa de los Alcaldes y Presidentes, así como la fiscalización y tutela de todos
sus actos.

La Constitución Española de 1978 culmina la evolución de la Administración Local situándola en la base de
la organización territorial del Estado con plena autonomía, bajo una organización democrática y con autosu-
ficiencia financiera. Dicho ello, ni la legislación ni siquiera la doctrina ofrecen un concepto unitario del
término Administración Local, sino que una y otra se limitan a enumerar las entidades que la integran y a
definir cada una de éstas por separado. No obstante, puede definirse a la Administración Local como el
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TEMA	11.‐	EL	MUNICIPIO.	CONCEPTO.	ELEMENTOS.
EL	TÉRMINO	MUNICIPAL.	LA	POBLACIÓN.

1.‐	EL	MUNICIPIO

CONCEPTO.- El Municipio es la Entidad local básica de la organización territorial del Estado. Tiene personali-
dad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines. De esta definición se desprenden las
siguientes notas:

-Es un Ente público, es decir, con personalidad y potestades públicas, aunque las mismas sean de
carácter derivado y no originario.

-Es territorial, puesto que sus órganos de gobierno tienen su competencia establecida sobre un
territorio concreto, que es el término municipal.

-Es primario, por cuanto es el primer Ente público territorial en el que los ciudadanos se organizan
para la realización de sus fines y la consecución de sus intereses comunes.

ELEMENTOS.- Son elementos del Municipio:

-El territorio. El término municipal es el territorio en que el Ayuntamiento ejerce sus competencias, y
estará formado por territorios continuos, aunque se pueden mantener las situaciones de discontinuidad
reconocidas en la actualidad, siendo competencia del Ayuntamiento su división en distritos y en barrios,
y las variaciones de los mismos.

-La población. El conjunto de personas inscritas en el Padrón municipal constituye la población del
municipio y, en cuanto tales, son los vecinos del mismo.

-La organización. Está constituida por una serie de medios personales e institucionales (los órganos de
gobierno propiamente dichos) o administrativos (el personal al servicio de cada Corporación) que
desarrollan las actividades propias del Municipio para que éste cumpla los fines que le son propios.

2.‐	EL	TÉRMINO	MUNICIPAL

TÉRMINO MUNICIPAL.- El término municipal es el territorio en que el ayuntamiento ejerce sus competen-
cias. Cada municipio pertenecerá a una sola provincia.

CREACIÓN O SUPRESIÓN.- La creación o supresión de municipios, así como la alteración de términos munici-
pales, se regularán por la legislación de las Comunidades Autónomas sobre régimen local, sin que la
alteración de términos municipales pueda suponer, en ningún caso, modificación de los límites provincia-
les. Requerirán en todo caso audiencia de los municipios interesados y dictamen del Consejo de Estado
o del órgano consultivo superior de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, si existie-
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TEMA	12.‐	RÉGIMEN	DE	ORGANIZACIÓN	EN	LOS	MUNICIPIOS	DE	GRAN
POBLACIÓN:	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN.	ORGANIZACIÓN	Y	FUNCIONAMIENTO
DE	LOS	ÓRGANOS	MUNICIPALES	NECESARIOS.	LA	GESTIÓN	ECONÓMICA

Y	FINANCIERA.	LAS	COMPETENCIAS	Y	SERVICIOS	MUNICIPALES.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	MUNICIPAL	EN	MUNICIPIOS	DE	GRAN	POBLACIÓN

La organización municipal de los municipios de gran población ha sido establecido por la Ley 57/2003, de
medidas para la modernización del gobierno local, que ha introducido un nuevo Título X en la Ley de Bases
del Régimen Local (LBRL), sobre el régimen de organización de los municipios de gran población.

Ámbito de aplicación.- Las normas previstas en el Título X serán de aplicación:

a) A los municipios cuya población supere los 250.000 habitantes.

b) A los municipios capitales de provincia cuya población sea superior a los 175.000 habitantes.

c) A los municipios que sean capitales de provincia, capitales autonómicas o sedes de las instituciones
autonómicas.

d) Asimismo, a los municipios cuya población supere los 75.000 habitantes, que presenten circunstan-
cias económicas, sociales, históricas o culturales especiales.

En los supuestos previstos en los párrafos c) y d), se exigirá que así lo decidan las Asambleas Legislativas
correspondientes a iniciativa de los respectivos ayuntamientos.

Cuando un municipio, de acuerdo con las cifras oficiales de población resultantes de la revisión del
padrón municipal aprobadas por el Gobierno con referencia al 1 de enero del año anterior al del inicio
de cada mandato de su ayuntamiento, alcance la población requerida para la aplicación del régimen
previsto en este título, la nueva corporación dispondrá de un plazo máximo de seis meses desde su
constitución para adaptar su organización al contenido de las disposiciones del Título X LBRL. A estos
efectos, se tendrá en cuenta exclusivamente la población resultante de la indicada revisión del padrón,
y no las correspondientes a otros años de cada mandato.

Los municipios a los que resulte de aplicación el régimen previsto en el Título X, continuarán rigiéndose
por el mismo aun cuando su cifra oficial de población se reduzca posteriormente por debajo del límite
establecido en la LBRL.

Organización del Pleno. El Pleno, formado por el Alcalde y los Concejales, es el órgano de máxima represen-
tación política de los ciudadanos en el gobierno municipal.
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TEMA	13.‐	LA	ORGANIZACIÓN	MUNICIPAL.	ATRIBUCIONES	DE	LOS	ÓRGANOS
DE	GOBIERNO.	EL	FUNCIONAMIENTO	DE	LOS	ÓRGANOS	COLEGIADOS	LOCALES.

RÉGIMEN	DE	SESIONES	Y	ACUERDOS	DE	LOS	ÓRGANOS	COLEGIADOS
MUNICIPALES.	CLASES	DE	SESIONES.	ACTAS	Y	ACUERDOS.

1.‐	FUNCIONAMIENTO	DEL	PLENO

La materia de este tema está regulada por el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen
Jurídico de las Entidades Locales (Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre), dictado en cumplimiento
de lo dispuesto en la disposición final primera de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del
Régimen Local. Dicha disposición estableció que el Gobierno de la nación deberá actualizar y acomodar a lo
dispuesto en la misma, entre otros, el Reglamento de organización, funcionamiento y régimen jurídico de
las Corporaciones locales aprobado por Decreto de 17 de mayo de 1952, con las modificaciones de que haya
sido objeto en disposiciones posteriores.

1.1.- RÉGIMEN DE SESIONES

CLASES DE SESIONES

1. Las sesiones del Pleno pueden ser de tres tipos:

a) Ordinarias
b) Extraordinarias
c) Extraordinarias de carácter urgente

SESIONES ORDINARIAS

Son sesiones ordinarias aquellas cuya periodicidad esta preestablecida. Dicha periodicidad será fijada por
acuerdo del propio Pleno adoptado en sesión extraordinaria, que habrá de convocar el Alcalde o Presidente
dentro de los treinta días siguientes al de la sesión constitutiva de la Corporación y no podrá exceder del
límite trimestral.

SESIONES EXTRAORDINARIAS

Son sesiones extraordinarias aquellas que convoque el Alcalde o Presidente con tal carácter, por iniciativa
propia o a solicitud de la cuarta parte, al menos, del número legal de miembros de la Corporación. Tal
solicitud habrá de hacerse por escrito en el que se razone el asunto o asuntos que la motiven, firmado
personalmente por todos los que la suscriben.

La relación de asuntos incluidos en el escrito no enerva la facultad del Alcalde o Presidente para determinar
los puntos del Orden del día, si bien la exclusión de éste de alguno de los asuntos propuestos deberá ser
motivada.



www.temariosenpdf.es Tema 14 - Pág. 1

TEMA	14.‐	LOS	EMPLEADOS	PÚBLICOS:	CONCEPTO	Y	CLASES.
ORGANIZACIÓN	DE	LA	FUNCIÓN	PÚBLICA	LOCAL.

1.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS

1.1.- RÉGIMEN JURÍDICO

La Constitución Española de 1978 establece  en su artículo 103.3 una reserva de ley para regular:

-El estatuto de los funcionarios públicos que ha de contener sus derechos y deberes,

-El acceso a la Función Pública, cuyos sistemas han de responder a los principios de mérito y capacidad,

-Las peculiaridades del ejercicio del derecho a sindicación de los funcionarios públicos,

-Sus sistemas de incompatibilidades y las demás garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus
funciones.

Esto significa que todas estas materias han de ser reguladas por norma con rango formal de Ley, sin que
puedan ser reguladas por una norma reglamentaria. Asimismo, el artículo 149.1.18 de la Constitución
establece como competencia exclusiva del Estado la de determinar las bases del régimen jurídico de las
AA.PP. y del régimen estatutario de sus funcionarios, que en todo caso garantizarán a los administrados un
tratamiento común ante ellas. Como consecuencia de lo establecido en este artículo se dictó lal Ley 30/1984,
de 2 de agosto, de medidas para la reforma de la Función Pública, que ha estado vigente en su mayor parte
hasta el Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Ley 7/2007, de 12 de abril, que contuvo la
normativa común al conjunto de los funcionarios de todas las Administraciones Públicas, más las normas
legales específicas aplicables al personal laboral a su servicio, dando verdadero cumplimiento a lo estableci-
do en el artículo 103.3 de la Constitución .

Como consecuencia de las diferentes modificaciones posteriores introducidas en el texto original de la citada
Ley, se ha aprobado un texto refundido que unifica e integra en un único texto legal las citadas modificacio-
nes, derogando -entre otras- a la propia Ley 7/2007, de 12 de abril, norma que ha sido el Real Decreto
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico
del Empleado Público (en adelante EBEP).

El EBEP establece los principios generales aplicables al conjunto de las relaciones de empleo público,
empezando por el de servicio a los ciudadanos y al interés general, ya que la finalidad primordial de cual-
quier reforma en esta materia debe ser mejorar la calidad de los servicios que el ciudadano recibe de la
Administración.

El Estatuto Básico contiene aquello que es común al conjunto de los funcionarios de todas las Administracio-
nes Públicas, más las normas legales específicas aplicables al personal laboral a su servicio. Partiendo del
principio constitucional de que el régimen general del empleo público en nuestro país es el funcionarial,
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TEMA	15.‐	DERECHOS	Y	DEBERES	DE	LOS	EMPLEADOS	PÚBLICOS	LOCALES.
INCOMPATIBILIDADES.	RÉGIMEN	DISCIPLINARIO.

1.‐	DERECHOS	DE	LOS	FUNCIONARIOS	PÚBLICOS	LOCALES

1.1.- REGULACIÓN ESTATAL DE RÉGIMEN LOCAL

DERECHOS.- Los funcionarios de la Administración local tendrán derecho a las recompensas, permisos,
licencias y vacaciones retribuidas previstas en la legislación sobre función pública de la Comunidad
Autónoma respectiva y, supletoriamente, en la aplicable a los funcionarios de la Administración del
Estado.

DERECHO AL CARGO.- Se asegura a los funcionarios de carrera en las Entidades locales el derecho al cargo,
sin perjuicio de su adscripción a unos u otros puestos de trabajo, efectuada dentro de sus competencias
respectivas por los distintos órganos competentes en materia de funcionarios públicos locales. Los
funcionarios con habilitación de carácter nacional gozarán, asimismo, del derecho a la inamovilidad en
la residencia. También estarán asistidos del derecho de inamovilidad en la residencia los demás funcio-
narios, en cuanto el servicio lo consienta.

Las Corporaciones locales dispensarán a sus funcionarios la protección que requiere el ejercicio de sus
cargos, y les otorgarán los tratamientos y consideraciones sociales debidos a su rango y a la dignidad de
la función pública.

1.2.- REGULACIÓN AUTONÓMICA DE RÉGIMEN LOCAL

La Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León, desarrolla los derechos de los
funcionarios en los términos siguientes.

Derechos.- Los funcionarios públicos tienen los siguientes derechos profesionales:

a) Al mantenimiento de su condición funcionarial, al desempeño efectivo de las tareas o funciones
propias de su Cuerpo o Escala disponiendo de los medios necesarios para ello y a no ser removidos del
puesto de trabajo que desempeñen sino en los supuestos y condiciones establecidos legalmente.

b) A la carrera profesional, a través de los mecanismos de progresión y promoción profesional estableci-
dos en la Ley, de acuerdo con los principios de igualdad, mérito y capacidad.

c) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio establecidas legalmente.

d) A la formación y cualificación profesional.
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TEMA	16.‐	LOS	CONTRATOS	ADMINISTRATIVOS.	CLASES.
PROCEDIMIENTO	DE	SELECCIÓN	DEL	CONTRATISTA.

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO:	CONCEPTO	Y	CLASES

1.1.- CONCEPTO CIVIL DE CONTRATO

El origen y esencia de los contratos administrativos está en el contrato civil o privado. Según el art. 1089 del
Código Civil, "las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia". Así pues, jurídicamente, las obligaciones nacen, bien por imposi-
ción de una Ley, o bien por la propia voluntad de una persona de contraer obligaciones respecto de otra,
mediante un contrato.

El contrato se configura así como una de las fuentes de obligaciones jurídicas y, en este sentido, el propio
Código Civil, en su art. 1254, lo define diciendo que "el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora bien, quizás con esta definición no quede aún perfectamente delimitado el concepto de contrato, en
un sentido jurídico estricto, que permita diferenciar, nítidamente y con carácter general, un contrato de lo
que sería un simple acuerdo de voluntades carente de tal naturaleza.

Teniendo en cuenta el conjunto del articulado del Código Civil al respecto, los matices que realmente definen
a un acuerdo de voluntades como un contrato radican fundamentalmente en lo siguiente:

-Se ha de producir un intercambio de obligaciones recíprocas entre las partes intervinientes en el
contrato.

-La autonomía de la voluntad de las partes está condicionada por una serie de normas de carácter
público, tendentes a proteger tanto los derechos de los contratantes como los intereses generales de la
sociedad.

En definitiva, y en un sentido amplio, se puede definir al contrato como un acuerdo entre partes del que
nacen obligaciones recíprocas y para el que, dada su trascendencia social y económica, la Ley establece unas
normas y unas consecuencias jurídicas.

1.2.- MODALIDAD DE LOS CONTRATOS

Existen dos grandes grupos en los que se suelen englobar las distintas modalidades de contratos, en función
de los sujetos que en él intervienen y de la normativa que les es de aplicación:

-Contratos privados, que son aquellos en que las partes intervinientes persiguen intereses meramente
particulares y se mantienen en situación de igualdad respecto a los derechos y obligaciones recíprocos
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TEMA	17.‐	LA	INTERVENCIÓN	ADMINISTRATIVA	EN	LA	ESFERA	LOCAL.
LA	POLICÍA,	EL	FOMENTO	Y	EL	SERVICIO	PÚBLICO.	LA	CONCESIÓN	DE	LICENCIAS.

1.‐	PROCEDIMIENTOS	Y	FORMAS	DE	LA	ACTIVIDAD	ADMINISTRATIVA

En términos generales, cuando se habla de clases o formas de actividad administrativa se está haciendo
referencia a los comportamientos de las Administraciones Públicas en el cumplimiento de los fines que
tienen asignados: actividades o comportamientos cada uno de ellos con un régimen jurídico diferenciado.

 En relación con la tipología clásica –policía, fomento y servicio público- esta clasificación responde a los
distintos efectos que cada una de estas actividades administrativas puede producir en el ámbito de libertades
y derechos de los ciudadanos. Así, por una parte, se habla de actividad administrativa de policía para referir-
nos a aquella actividad de las Administraciones Públicas que restringe, de una forma u otra, la libertad, los
derechos o la actividad misma de los particulares; se habla, por otra parte, de la actividad administrativa de
fomento para referirnos a aquella actividad de las instancias administrativas que incentivan y estimulan,
mediante premios, becas, ayudas económicas, subvenciones u otras medidas, el ejercicio de la actividad
privada con la finalidad de orientarla a la consecución de determinados fines públicos o de interés general;
y, por último, se habla también de la actividad administrativa de servicio público o de actividad de prestación
para hacer referencia a aquella actividad de las Administraciones Públicas mediante la que se prestan a los
ciudadanos concretos servicios esenciales para la comunidad (como, por ejemplo, prestaciones sanitarias,
docentes, culturales, de transportes y comunicaciones, suministros energéticos, etc.). 

Ahora bien, las formas de actividad administrativa han sufrido a lo largo del tiempo una evolución considera-
ble, lo que implica que la tipología clásica de actividad administrativa de policía, de fomento y de servicio
público no tenga en la actualidad el mismo significado que tenía en su origen. Hoy día existen otras formas
diferentes de actividad administrativa, como por ejemplo la denominada “actividad administrativa arbitral”,
difícilmente encuadrables en dicha trilogía. 

Clasificación material o finalista.- Mediante esta clasificación, se buscaría realizar la sistematización de las
normas administrativas atendiendo al sector o materia y a los fines a que se dirigen: mantenimiento del
orden público o promoción del bienestar de la población. Se trataría de una cuestión más política que
jurídica puesto que hace mayor hincapié en los fines que los poderes públicos atienden: sanidad, educa-
ción, industria, seguridad ciudadana, etc. Lo cual marca la carga ideológica de cada organización política
al identificarse las tendencias hacia mayor intervención o a la inhibición pública respetando la iniciativa
privada.

A pesar de la objeción mencionada, esta clasificación es útil para agrupar de manera ordenada las
normas o fines por los objetos materiales o los fines que se persigue mediante la acción administrativa.

Incidencia sobre la libertad y derechos de los particulares.- No basta una clasificación basada en materias
o fines para sistematizar dentro de cada una de las materias la actuación administrativa y las normas que
rigen dicha actualización. Por ello, se requiere la aportación de otros criterios como son los efectos que
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TEMA	18.‐	LOS	BIENES	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.	CLASES.
EL	DOMINIO	PÚBLICO	LOCAL.	BIENES	PATRIMONIALES	LOCALES.

1.‐	RÉGIMEN	JURÍDICO	GENERAL	DE	LOS	BIENES	MUNICIPALES

La Ley 7/1985, Reguladora de las Bases del Régimen Local, y el Texto Refundido de las disposiciones legales
vigentes en materia de Régimen Local (Real Decreto Legislativo 781/1986) configuran el régimen jurídico
del patrimonio de las entidades locales en los términos siguientes.

Patrimonio y bienes locales.- El patrimonio de las Entidades locales está constituido por el conjunto de
bienes, derechos y acciones que les pertenezcan.

Los bienes de las Entidades locales son de dominio público o patrimoniales.

Son bienes de dominio público los destinados a un uso o servicio público.

Son bienes de uso público local los caminos y carreteras, plazas, calles. paseos, parques, aguas, fuentes,
canales, puentes y demás obras públicas de aprovechamiento o utilización generales cuya conservación
y policía sean de la competencia de la Entidad local.

Son bienes de servicio público los destinados al cumplimiento de fines públicos de responsabilidad de
las Entidades locales, tales como Casas Consistoriales, Palacios Provinciales y, en general, edificios que
sean sede de las mismas, mataderos, mercados, lonjas, hospitales, hospicios, museos, así como los montes
catalogados de propiedad provincial.

Bienes comunales.- Tienen la consideración de comunales aquellos cuyo aprovechamiento corresponda al
común de los vecinos. Los bienes comunales y demás bienes de dominio público son inalienables,
inembargables e imprescriptibles y no están sujetos a tributo alguno.

Bienes patrimoniales.- Son bienes patrimoniales o de propios los que, siendo propiedad de la Entidad local,
no estén destinados a uso público ni afectados a algún servicio público y puedan constituir fuente de
ingresos para el erario de la Entidad. Los bienes patrimoniales se rigen por su legislación específica y,
en su defecto, por las normas de Derecho privado.

Toda enajenación, gravamen o permuta de bienes inmuebles habrá de comunicarse al órgano competen-
te de la Comunidad Autónoma. Si su valor excediera del 25% de los recursos ordinarios del presupuesto
anual de la Corporación requerirá, además, autorización de aquél.

Los bienes inmuebles patrimoniales no podrán cederse gratuitamente salvo a Entidades o Instituciones
públicas y para fines que redunden en beneficio de los habitantes del término municipal, así como a las
instituciones privadas de interés público sin ánimo de lucro.
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TEMA	19.‐	ORDENANZAS	Y	REGLAMENTOS	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.
CLASES.	PROCEDIMIENTO	DE	ELABORACIÓN	Y	APROBACIÓN.

1.‐	LA	POTESTAD	NORMATIVA	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES

El art. 55 del Real Decreto Legislativo 781/1986, por el que aprueba el Texto Refundido de las disposiciones
legales vigentes en materia de Régimen Local, establece que “en	la	esfera	de	su	competencia,	las	Entidades
locales	podrán	aprobar	Ordenanzas	y	Reglamentos,	y	los	Alcaldes	dictar	Bandos.	En	ningún	caso	contendrán
preceptos	opuestos	a	las	leyes”.

Todo ello a consecuencia de la potestad reglamentaria reconocida a las Entidades Locales por el art. 4 de la
Ley 7/1985, Reguladora de las Bases del Régimen Local (LRBRL).

2.‐	CONCEPTOS	GENERALES

2.1.- POTESTAD REGLAMENTARIA

Las Ordenanzas y Reglamentos son la expresión concreta de la potestad reglamentaria que se reconoce a las
Entidades que integran la Administración local, consecuencia de la autonomía de la que gozan.

Se denomina potestad reglamentaria al poder en virtud del cual la Administración dicta reglamentos.
Constituye su potestad más intensa e importante, puesto que implica participar en la formación del ordena-
miento jurídico. De este modo, la Administración no es sólo un sujeto de Derecho sometido como los demás
a un ordenamiento que le viene impuesto, sino que tiene la capacidad de formar, en una cierta medida, su
propio ordenamiento.

El art. 4.1.a) LRBRL atribuye la potestad reglamentaria, en todo caso, a los Municipios, Provincias e Islas en
su calidad de Administraciones Públicas territoriales, pudiendo aplicarse a las otras Entidades Locales si la
legislación de las Comunidades Autónomas lo concreta.

La potestad normativa de los Entes Locales se manifiesta en normas jurídicas de varias clases, que pueden
clasificarse de la forma siguiente:

• Por el sujeto del que proceden:

-De la Corporación: Ordenanzas y Reglamentos
-Del Presidente: Bandos

• Por la materia que regulan:

-Ordenanzas de policía y buen gobierno
-Reglamentos organizativos: orgánico, de funcionarios, de régimen interior o de servicios
-Bandos para casos de necesidad o urgencia
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TEMA	20.‐	HACIENDAS	LOCALES.	PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES.
RECURSOS.	LAS	ORDENANZAS	FISCALES.

1.‐	LAS	HACIENDAS	LOCALES

1.1.- CONCEPTOS GENERALES Y PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES

El concepto de "Hacienda de las Entidades Locales" se corresponde con el de las facultades atribuidas a las
mismas en orden al establecimiento, regulación, gestión y recaudación de tributos, así como a la posibilidad
de obtención de otros ingresos; todo ello orientado a disponer de medios económicos con los que hacer
frente a las necesidades públicas locales.

Por lo tanto, la Hacienda de las Entidades Locales presenta dos aspectos distintos: de una parte, la obtención
de ingresos, y, de otra, la aplicación de los mismos a la satisfacción de las necesidades.

En nuestro Derecho positivo, el término "Haciendas Locales" hace referencia, esencialmente, a la vertiente
de los ingresos; es decir, a la disposición de recursos suficientes para el cumplimiento de los fines de las
propias Entidades Locales.

El art. 141 de la Constitución garantiza la autonomía de los municipios, y el art. 142 recoge el principio de
suficiencia de las haciendas locales, al establecer que las mismas deberán disponer de los medios suficientes
para el desempeño de las funciones que la ley les atribuye.

El principio de autonomía, referido al ámbito de la actividad financiera local, se traduce en la capacidad de
las Entidades locales para gobernar sus respectivas Haciendas. Esta capacidad implica algo más que la
supresión de la tutela financiera del Estado sobre el sector local involucrando a las propias Corporaciones
en el proceso de obtención y empleo de sus recursos financieros y permitiéndoles incidir en la determinación
del volumen de los mismos y en la libre organización de su gasto, tal y como ha declarado expresamente el
Tribunal Constitucional en su labor integradora de la norma fundamental.

Por su parte, mediante el reconocimiento de la suficiencia financiera se ponen a disposición de las Entidades
locales, entre otras, dos vías fundamentales e independientes de financiación, cuales son los tributos propios
y la participación en tributos del Estado, que por primera vez, van a funcionar integradamente con el objetivo
de proporcionar el volumen de recursos económicos que garantice la efectividad del principio de suficiencia
financiera.

Ahora bien, no sólo se reconocen y se dotan de contenido los principios de autonomía y suficiencia, sino que
se articulan entre sí de tal suerte que ambos se supeditan mutuamente. En efecto, el principio de autonomía
coadyuva a la realización material de la suficiencia financiera en la medida en que ésta depende en gran parte
del uso que las Corporaciones locales hagan de su capacidad para gobernar sus respectivas Haciendas y, en
particular, de su capacidad para determinar dentro de ciertos limites el nivel del volumen de sus recursos
propios. Por su parte, la suficiencia financiera enmarca las posibilidades reales de la autonomía local, pues,
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TEMA	21.‐	EL	PRESUPUESTO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	LOCALES:	ELABORA‐
CIÓN,	ESTRUCTURA	Y	CLASIFICACIÓN	PRESUPUESTARIA.	LIQUIDACIÓN.

1.‐	LOS	PRESUPUESTOS	LOCALES

1.1.- INTRODUCCIÓN

En el lenguaje cotidiano, un presupuesto es el cómputo anticipado del coste de una obra o inversión, o de los
gastos e ingresos de una institución pública o privada.

En el ámbito administrativo, el presupuesto constituye la expresión cifrada, conjunta y sistemática de los
derechos y obligaciones a liquidar durante el ejercicio por cada uno de los órganos y entidades que forman
parte de un sector público determinado: Estado, Comunidad Autónoma, Corporación Local, Ente Público,
Universidad Pública...

El presupuesto público persigue reflejar los gastos y los ingresos previstos para un ámbito determinado del
Sector Público en un período de tiempo determinado. Esto significa que mide, habitualmente para el interva-
lo de un año, los créditos que como máximo se destinarán a las distintas partidas de gastos, así como las
previsiones de recaudación y la estimación de los fondos provenientes de otras fuentes de ingresos. El
presupuesto público constituye, asimismo, un documento político que recoge la declaración de intenciones
de un gobierno cuantificada monetariamente para un ejercicio anual. El presupuesto público, por tanto,
sintetiza desde la perspectiva económica y financiera el plan de actuación que presidirá la gestión pública
y, en este sentido, deberá responder a las siguientes cuestiones:

• Qué hacer: qué políticas se van a llevar a cabo.

• Quién puede gastar y hasta qué límite: clasificación orgánica del gasto.

• Para qué se hará el gasto: clasificación funcional y por programas del presupuesto.

• Cómo se hará el gasto: clasificación económica del gasto público.

• Cómo se va a recaudar y conseguir los ingresos necesarios: clasificación económica de los ingresos
necesarios.

Las características fundamentales, por tanto, de la institución presupuestaria son las siguientes:

-El carácter jurídico del documento presupuestario: el presupuesto es una previsión normativa que ha
de ser aprobada por el Parlamento (u órgano competente en otra Administración Pública) y es obligato-
ria para el órgano de gobierno. Resulta, en consecuencia, de necesario cumplimiento para el Gobierno
y la Administración, lo cual es especialmente relevante para el caso de los gastos previstos, ya que estos
establecen el límite máximo que pueden realizarse, mientras que en los ingresos se trata de una simple
previsión.
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TEMA	22.‐	EL	GASTO	PÚBLICO	LOCAL.	LA	GESTIÓN	DEL	PRESUPUESTO
DE	GASTOS.	FASES.	CONTROL	Y	FISCALIZACIÓN	DEL	GASTO.

1.‐	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	GASTO	PÚBLICO	LOCAL

El régimen jurídico del gasto público local está contenido en el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. Hay que tener en cuenta
también el contenido del Real Decreto 500/1990, de 20 de abril por el que se desarrolla el capítulo primero
del título sexto de la Ley de Haciendas Locales.

1.1.- NORMAS GENERALES

Fases.- La gestión de los presupuestos de gastos de las Entidades locales y de sus Organismos autónomos
se realizara en las siguientes fases:

a) Autorización del gasto.
b) Disposición o compromiso del gasto.
c) Reconocimiento y liquidación de la obligación.
d) Ordenación del pago.

Normas reguladoras del procedimiento de ejecución del presupuesto de gastos.- Las Entidades locales
establecerán en las bases de ejecución del presupuesto las normas que regulan el procedimiento de
ejecución de los presupuestos de gastos en el marco definido por las leyes.

El Pleno de la Entidad local podrá aprobar Reglamentos o Normas generales que desarrollen los procedi-
mientos de ejecución del presupuesto; en este supuesto no será necesario reiterar dichas normas en las
bases de ejecución del presupuesto, bastando una remisión expresa a aquéllas.

Autorización del gasto.- Es el acto mediante el cual se acuerda la realización de un gasto determinado por
una cuantía cierta o aproximada, reservando a tal fin la totalidad o parte de un crédito presupuestario.

La autorización constituye el inicio del procedimiento de ejecución del gasto, si bien no implica relacio-
nes con terceros externos a la Entidad local.

Órgano competente.- Dentro del importe de los créditos presupuestados corresponde la autorización de los
gastos al Presidente o al Pleno de la Entidad, o a los órganos facultados para ello en los Estatutos de los
Organismos autónomos de conformidad con la normativa vigente.

Las bases de ejecución del presupuesto para cada ejercicio recogerán las delegaciones o desconcentracio-
nes que en materia de autorización de gastos se hayan efectuado. En el supuesto de delegaciones o
desconcentraciones con carácter permanente bastará una remisión expresa a éstas.
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TEMA	23.‐	INGRESOS	LOCALES.	CONCEPTO	Y	CLASIFICACIÓN.

1.‐	LOS	INGRESOS	LOCALES

Los ingresos de las Entidades locales.- Para desarrollar sus competencias las Entidades locales obtienen
ingresos procedentes de varias fuentes: las economías particulares, fundamentalmente a través de
impuestos, tasas y otros tributos; el Estado, la Comunidad Autónoma a la que pertenecen y la Unión
Europea, mediante transferencias o subvenciones; y el sistema financiero, por medio de préstamos con
los límites que impone la Ley.

Los ingresos que obtiene una Entidad local se reflejan en el Estado de liquidación del presupuesto de
ingresos.

Los tributos locales.- Los tributos locales consisten en impuestos, tasas y contribuciones especiales.

Los impuestos son tributos exigidos sin contraprestación y tienen su origen en negocios, actos o hechos
que ponen de manifiesto una capacidad económica de los sujetos obligados a abonarlos.

Las tasas podrán ser exigidas por las Entidades locales por la utilización privativa o el aprovechamiento
especial del dominio público local, así como por la prestación de servicios públicos o la realización de
actividades de competencia local que se refieran, afecten o beneficien de modo particular a los sujetos
pasivos.

Las contribuciones especiales tienen su origen en la obtención por el sujeto pasivo de un beneficio o un
aumento de valor de sus bienes como consecuencia de la realización de obras públicas o del estableci-
miento o ampliación de servicios públicos, de carácter local, por las Entidades locales respectivas.

Ingresos por subvenciones y transferencias.- Las Entidades locales se pueden financiar a través de subven-
ciones y transferencias de cualquier clase, con destino a su actividad, obras o servicios.

Otros ingresos de las Entidades locales.- Las restantes fuentes de financiación de las Entidades locales son
el producto de las operaciones de crédito, los ingresos procedentes de su patrimonio y otros procedentes
del sector privado, la participación en los tributos del Estado y de las Comunidades Autónomas, los
recargos sobre impuestos, las multas y sanciones y los obtenidos por la prestación de servicios a través
de precios públicos.

Los límites al endeudamiento de las Entidades locales.- Las operaciones de crédito son una de las fuentes de
financiación legalmente previstas de las Entidades locales y podrán ser tanto a corto plazo como a largo
plazo. Los importes en que pueden endeudarse las Entidades locales están limitados por el TRLRHL y
por la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera,
así como otras disposiciones que restringen la capacidad de endeudamiento en función de la situación
económico-financiera de la Entidad local.
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TEMA	24.‐	NORMAS	GENERALES	DE	SEGURIDAD	Y	SALUD	LABORAL.
LA	LEY	31/1995,	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES:	OBJETO,	ÁMBITO

DE	APLICACIÓN	Y	DEFINICIONES;	CONSULTA	Y	PARTICIPACIÓN	DE
LOS	TRABAJADORES;	RESPONSABILIDADES	Y	SANCIONES.

1.‐	NORMAS	GENERALES	DE	SEGURIDAD	Y	SALUD	LABORAL

Las principales normas generales de seguridad y salud laboral son las siguientes:

• CONSTITUCIÓN DE 1978

La Constitución de 1978, además de encomendar a los poderes públicos el velar por la seguridad e
higiene en el trabajo en su art. 40.2, reconoce en su art. 43 el derecho de todos a la protección de la salud,
atribuyendo a los poderes públicos la competencia de organizar y tutelar la salud pública a través de las
medidas preventivas y las prestaciones y servicios necesarios.

• LEY GENERAL DE SALUD PÚBLICA

La Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública, se refiere a la Salud Laboral en los términos
siguientes:

Artículo 32. Salud laboral:

La salud laboral tiene por objeto conseguir el más alto grado de bienestar físico, psíquico y social de los
trabajadores en relación con las características y riesgos derivados del lugar de trabajo, el ambiente
laboral y la influencia de éste en su entorno, promoviendo aspectos preventivos, de diagnóstico, de
tratamiento, de adaptación y rehabilitación de la patología producida o relacionada con el trabajo.

Artículo 33. La actuación sanitaria en el ámbito de la salud laboral:

1. La actuación sanitaria en el ámbito de la salud laboral se desarrollará de forma coordinada con los
empresarios y los representantes de los trabajadores y comprenderá los siguientes aspectos:

a) Promoción, con carácter general, de la salud integral de los trabajadores.

b) Vigilancia de la salud de los trabajadores, individual y colectivamente, para detectar precozmente
los efectos de los riesgos para la salud a los que están expuestas.

c) Desarrollo y actuación en los aspectos sanitarios de la prevención de los riesgos laborales.

d) Promoción de la información, formación, consulta y participación de los profesionales sanitarios,
de los trabajadores y sus representantes legales y de los empresarios en los planes, programas y
actuaciones sanitarias en el campo de la salud laboral.
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TEMA	25.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	ENTRE	MUJE‐
RES	Y	HOMBRES:	EL	PRINCIPIO	DE	IGUALDAD	Y	LA	TUTELA	CONTRA	LA	DISCRI‐
MINACIÓN;	LOS	PRINCIPIOS	GENERALES	DE	LAS	POLÍTICAS	PÚBLICAS	PARA	LA
IGUALDAD.	LA	LEY	ORGÁNICA	1/2004,	DE	MEDIDAS	DE	PROTECCIÓN	INTEGRAL
CONTRA	LA	VIOLENCIA	DE	GÉNERO:	OBJETO	Y	PRINCIPIOS	RECTORES;	REFEREN‐

CIA	A	LAS	MEDIDAS	DE	SENSIBILIZACIÓN,	PREVENCIÓN	Y	DETECCIÓN.

1.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES	Y	HOMBRES

1.1.- ASPECTOS GENERALES DE LA LEY

• La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, tiene como
finalidad alcanzar la igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres y la eliminación de toda discrimi-
nación por razón de sexo, en particular la que afecta a las mujeres.

• Reconoce expresamente a todas las personas el disfrute de los derechos derivados del principio de
igualdad de trato y de la prohibición de discriminación por razón de sexo.

• Obliga por igual a todas las personas físicas y jurídicas que se encuentren o actúen en territorio espa-
ñol, con independencia de cuál sea su nacionalidad, domicilio o residencia.

• La ordenación general de las políticas públicas, bajo la óptica del principio de igualdad y la perspectiva
de género, se plasma en el establecimiento de pautas favorecedoras de la igualdad en políticas como la
educativa, la sanitaria, la artística y cultural, de la información, de desarrollo rural o de vivienda, deporte,
cultura, ordenación del territorio o de cooperación internacional para el desarrollo.

• El sistema educativo incluirá entre sus fines la educación en el respeto de los derechos y libertades
fundamentales y en la igualdad de derechos y oportunidades entre mujeres y hombres.

• Define los conceptos y categorías básicas relativas a la igualdad: el principio de igualdad de trato entre
mujeres y hombres, discriminación directa e indirecta por razón de sexo, y acciones positivas por parte
de los Poderes Públicos para corregir situaciones de desigualdad.

• Legitima a las instituciones públicas con competencias en materia de mujer y a las organizaciones para
la defensa de los derechos de igualdad entre mujeres y hombres, para actuar en determinados procedi-
mientos judiciales.

•Las políticas de empleo tendrán como uno de sus objetivos prioritarios aumentar la participación de
las mujeres en el mercado de trabajo y avanzar en la igualdad efectiva entre mujeres y hombres.
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TEMA	26.‐	INTRODUCCIÓN	AL	SISTEMA	OPERATIVO:	EL	ENTORNO	MICROSOFT
WINDOWS	10.	TRABAJO	EN	EL	ENTORNO	GRÁFICO	DE	WINDOWS:	VENTANAS,
ICONOS,	MENÚS	CONTEXTUALES	Y	CUADROS	DE	DIÁLOGO.	EL	ESCRITORIO,

LA	BARRA	DE	TAREAS	Y	EL	MENÚ	INICIO.

TEMA	27.‐	EL	EXPLORADOR	DE	WINDOWS.	GESTIÓN	DE	CARPETAS	Y	ARCHIVOS.
MI	PC	Y	EL	EXPLORADOR	DE	WINDOWS.	LA	GESTIÓN	DE	LAS	BARRAS	DE

HERRAMIENTAS	Y	LOS	MENÚS.	LA	IMPRESIÓN	DE	DOCUMENTOS.

OBSERVACIÓN:	Dado	que	los	Temas	26	y	27	se	refieren	al
sistema	operativo	Windows,	se	desarrollan	ambos	en	común.

Windows es el sistema operativo más usado en el mundo y la mayoría de los programas suelen desarrollarse
para este sistema. Windows 10 es la versión más reciente para ordenadores personales.

LA INTERFAZ GRÁFICA

La interfaz gráfica en Windows se conoce con el nombre de Escritorio. Todas las aplicaciones y funciones de
Windows se suceden dentro del entorno de una ventana, que tiene las siguientes propiedades:

–Se puede mover a cualquier parte del Escritorio.

–Se puede modificar su tamaño libremente.

–Se puede maximizar, es decir, hacer que ocupe la totalidad del Escritorio.

–Se puede minimizar, reduciendo su tamaño a un icono y dejando que la aplicación se ejecute en un
segundo plano mientras se utiliza otra.

–Se puede cerrar, cerrando a su vez el programa que se ejecuta en ella.

En la parte inferior del escritorio se encuentra la barra de tareas que cumple una doble función de, por un
lado, albergar el menú de inicio desde el cual se pueden acceder a las aplicaciones instaladas y, por otro,
mostrar los iconos referentes a los diferentes programas que se encuentran en ejecución para que se pueda
seleccionar cuál ejecutar en un primer plano de una forma rápida y directa.

LA ADMINISTRACIÓN Y LOS USUARIOS

Dado que un mismo ordenador puede ser utilizado por distintas personas, Windows permite mantener
perfiles diferentes de cada uno de sus usuarios para que las acciones y preferencias de uno no interfieran
en las de otro. Esta capacidad se denomina multiusuario.
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TEMA	28.‐	HOJAS	DE	CÁLCULO:	MICROSOFT	EXCEL	2007.	PRINCIPALES	FUNCIONES
Y	UTILIDADES.	CONCEPTOS	BÁSICOS:	LIBROS,	HOJAS,	CELDAS.	LAS	BARRAS

DE	HERRAMIENTAS.	FÓRMULAS	Y	FUNCIONES.	GRÁFICOS.
LA	INTRODUCCIÓN	Y	GESTIÓN	DE	DATOS.

INTRODUCCIÓN

Excel es una hoja de cálculo integrada en Microsoft Office. Esto quiere decir que si ya se conocen otros
programas de Office -como Word, Access, Outlook, o PowerPoint- resultará más familiar utilizar Excel, puesto
que muchos iconos y comandos funcionan de forma similar en todos los programas de Office.

Líneas de actuación al utilizar una hoja de cálculo

Al trabajar con Excel se pueden señalar ciertas ideas básicas que conviene tener presentes.

• En principio, el usuario debe centrarse en el contenido	de su documento, es decir, en la información,
pues el aspecto	que finalmente tendrá esa información se resuelve posteriormente.

• Hay que tener claro qué información es arbitraria (los datos en sí mismos) y qué información se calcula
a partir de ésta. No se debe introducir como arbitraria información que no lo sea (por ejemplo, anotar
un total de una columna con el número). Las celdas que se calculan a partir de otras deben expresarse
como dependientes, por medio de fórmulas.

• En el caso de una hoja de cálculo, la impresión puede ser un poco menos obvia que en un procesador
de textos. La tabla que se maneja puede tener muchas filas o columnas, y no caber en una página; al
trabajar con la hoja de cálculo no se está trabajando “sobre papel”, no es tan WYSIWYG  (del inglés "What
You See Is What You Get", que significa "lo que se ve es lo que se obtiene") como los procesadores de
textos (de hecho muchas hojas de cálculo ni siquiera se pretende que acaben siendo impresas). Al
imprimir tablas grandes, saldrán en varias páginas.

Si la hoja se pretende imprimir, conviene recurrir con más frecuencia a la presentación preliminar.

Visualización: Partes de la pantalla

La ventana principal de Microsoft Excel tiene, como es habitual, unas zonas características:

• Barras de título, herramientas, menús y estado. Son las típicas en cualquier aplicación Windows.

• Área de documento. Es donde se ve realmente la tabla cuyo contenido se va a editar. Cuenta con barras
de desplazamiento, pero la barra horizontal está comprimida para dejar sitio a otros elementos.




